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RAMA LEGISLATIVA DEL PODER PUBLICO
T-.

SEÑADO DE LA REPUBLICA
L E Y E S S A N CION ADAS

LEY 807 DE 2003
(mayo 27)

por medio de la cual se aprueban las Enmiendas de la Convención sobre el Comercio Internacional 
de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, 

adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983.

El Congreso de la República
Visto el texto de las “Enmiendas de la Convención sobre el Comercio Internacional 

de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres”, firmada en Washington, D. C., 
el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en 
Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983, que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro de los Instrumentos 
Internacionales mencionados).

ENMIENDA
Conforme al artículo XVII de la Convención sobre el Comercio Internacional de 

Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C., el 3 
de marzo de 1973, se convocó a una reunión extraordinaria de la Conferencia de las 
Partes en Bonn (República Federal de Alemania), el 22 de junio de 1979.

Las siguientes partes estuvieron representadas: Alemania (República Federal de), 
Botswana, Canadá, Chile, Costa Rica, Dinamarca, Ecuador, Egipto, Estados Unidos de 
América, Finlandia, Francia, India, Kenya, Nigeria, Noruega, Panamá, Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Senegal, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Unión de Repúbli­
cas Socialistas Soviéticas y Zaire.

Con la mayoría de los dos tercios de las Partes presentes y votantes, la Conferencia 
de las Partes adoptó la siguiente enmienda de la Convención.

Se deben agregar al final del subpárrafo a) del párrafo 3° del Artículo XI de la 
Convención las palabras “y adoptar disposiciones financieras”-.

Bonn, 22 de junio de 1979.
Peter H. Sand,
Secretario General.
Copie certifiée conforme a l’original déposé dans les archives de la Confédération 

suisse.
Beme, le 30 juillet 1979.
Pour le Département fédéral des affaires étrangéres.

(Rubín)

Chef de la Section des traités intemationaux.
ENMIENDA

Conforme al artículo XVII de la Convención sobre el Comercio Internacional de 
Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C., le 3 
de mars de 1973 se convocó a una reunión extraordinaria de la Conferencia de las Partes 
en Gaborone (Botswana) el 30 de abril de 1983.

Las siguientes Partes estuvieron representadas: Argentina, Australia, Austria, Bahamas, 
Botswana, Brasil, Canadá, Chile, China, Dinamarca, Estados Unidos de América, 
Finlandia, Francia, Gambia, Guyana, India, Indonesia, Israel, Italia, Japón, Kenya, 
Liberia, Madagascar, Malaví, Malasia, Mozambique, Nepal, Noruega, Pakistán, Papua 
Nueva Guinea, Paraguay; Perú, Portugal, República Federal de Alemania, República 
Unida del Camerún, Rwanda, St. Lucía, Senegal, Sudán, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Logo, 
Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, Reino Unido de Gran Bretaña, e Irlanda del 
Norte, Uruguay, Venezuela y Zambia.

Con la mayoría de los dos tercios de las Partes presentes y votantes, la Conferencia 
de las Partes adoptó una enmienda al artículo XXI de la Convención añadiendo los 5 
siguientes párrafos después de las palabras “Gobierno Depositario”.

“1. La presente Convención estará abierta a la adhesión de cualquier organización 
de integración económica regional constituida por Estados Soberanos con competencia 
para negociar, concluir y hacer aplicar acuerdos internacionales relativos a cuestiones 
que les hayan sido remitidas por sus Estados Miembros y que están cubiertas por la 
Presente Convención.

2. En sus instrumentos de adhesión dichas organizaciones declararán su grado de 
competencia en los asuntos cubiertos por la Convención. Estas organizaciones informa­
rán asimismo al Gobierno Depositario de cualquier modificación sustancial en su grado 
de competencia. Las notificaciones enviadas por las organizaciones que tengan por 
objetivo una integración económica regional en relación con su competencia en los 
asuntos cubiertos por esta Convención y las modificaciones a dicha competencia serán 
distribuidas a las Partes por el Gobierno Depositario.

3. En los asuntos de su competencia, esas organizaciones ejercerán los derechos y 
cumplirán las obligaciones que la Convención atribuye a sus Estados Miembros, que
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son Partes de la Convención. En esos casos, los Estados Miembros de esas organizacio­
nes no podrán ejercer tales derechos individualmente.

4. En los ámbitos de su competencia, las organizaciones que tengan por objetivo una 
integración económica regional ejercerán sus derechos de voto con un número de votos 
igual al número de sus Estados Miembros que son Partes de la Convención. Dichas 
organizaciones no ejercerán su derecho de voto en el caso de que sus Estados Miembros 
ejerzan el suyo, y viceversa.

5. Cualquier referencia a una “Parte” en el sentido del artículo I h) de la presente 
Convención, a “Estado/Estados” o a “Estado Parte/Estados Partes” de la Convención 
será interpretada como incluyendo una referencia a cualquier organización de integra­
ción económica regional con competencia para negociar, concluir y hacer aplicar 
acuerdos internacionales en los asuntos cubiertos por la presente Convención.”

Gland, 17 de mayo de 1983.
El Secretario General,
Eugene Lapointe.
Copie certifiée conforme á l”original déposé dans les archives de la Confédération 

suisse.
Beme, le 29 juillet 1983.
Pour le Département Fédéral des affaires étrangéres

{Rubín)
Chef de la Section des traites intemationaux.

ENMIENDAS DE LA CONVENCION SOBRE EL COMERCIO INTERNACIONAL 
DE ESPECIES AMENAZADAS DE FAUNA Y FLORA SILVESTRES, FIRMADA 
EN Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de 
junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983.

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de la República de 
Colombia, tenemos el honor de someter a su consideración el Proyecto de ley, por medio 
de la cual se aprueban las Enmiendas de la Convención sobre el Comercio Internacional 
de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C., el 
3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en 
Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983.

La Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y 
Flora Silvestres (CITES) fue hecha en Washington, el 3 de marzo de 1973 y entró en vigor 
general el primero (Io) de julio de 1975, siendo Colombia parte desde el 29 de noviembre 
de 19811.

Esta Convención establece, básicamente, la reglamentación del comercio interna­
cional de especies amenazadas de fauna y flora silvestres con miras a su protección 
contra la explotación excesiva. A la fecha dos enmiendas han sido aprobadas por las 
Conferencias de las Partes: la primera de ellas llevada a cabo en Bonn, Alemania, el 
22 de junio de 1979 y, la segunda de ellas en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 
1983.

La Enmienda aprobada en 1979 tiene como fin incluir dentro de las funciones de la 
Conferencia de las Partes, la adopción de disposiciones financieras, de tal manera que 
siendo la Conferencia el máximo órgano del Convenio, en el cual participan todas las 
Partes contratantes, se le atribuyen facultades para tratar y decidir sobre asuntos de tipo 
financiero en el marco del Convenio.

Cabe señalar que esta Enmienda está en vigor desde el 13 de abril de 1987 cuando 
se alcanzó el número mínimo de ratificaciones previstas en la Convención. Con la 
Enmienda se adecuaron las facultades de la Conferencia a la práctica generalizada en 
el ámbito de los Acuerdos Multilaterales Ambientales, pues como ya se ha mencionado, 
esta es el órgano supremo de la Convención, que decide sobre todo tipo de asuntos 
dentro de los cuales era importante incluir los de tipo financiero.

La Enmienda aprobada en 1983 abre la Convención para la adhesión de Organizaciones 
de Integración Económica Regional formadas por Estados soberanos y regula, entre otros 
aspectos, lo relacionado con los derechos y obligaciones de los miembros y el sistema de 
votación.

La apertura de la Convención a organizaciones de integración económica regional, 
como por ejemplo la Unión Europea, permitirá realizar una gestión regional más 
coordinada, en la medida en que esos organismos podrán estar facultados para negociar, 
concluir y hacer aplicar acuerdos internacionales en materias relacionadas con el objeto 
de la Convención.

La adhesión de Colombia a esta enmienda podrá ser vista como un gesto de apoyo 
a la Unión Europea, la cual ha sido aliada de nuestro país en varias de las posiciones 
adoptadas con relación al objeto de la Convención.

Por los anteriores motivos, el Gobierno Nacional de la República de Colombia, a través 
del Ministro de Relaciones Exteriores y de la Viceministra del Medio Ambiente, 
encargada de las funciones del Despacho del Ministro, solicita al honorable Congreso 
Nacional que apruebe las enmiendas de la convención sobre el comercio internacional de 
especies amenazadas de fauna y flora silvestres, firmada en Washington, D. C., el 3 de 
marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, 
Botswana, el 30 de abril de 1983.

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

La Viceministra del Medio Ambiente, encargada del Despacho del Ministro,
Claudia Martínez Zuleta.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 13 de julio de 2001.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los 

efectos constitucionales.
(Fdo.)

ANDRES PASTRANA ARANGO
La Viceministra de América y Soberanía Territorial, encargada de las funciones del 

Despacho del señor Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Clemencia Forero Ucrós 

DECRETA:
Artículo Io. Apruébase las Enmiendas de la Convención sobre el Comercio 

Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en 
Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio 
de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983.

Artículo 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo Io de la Ley 7ade 1944, 
las Enmiendas de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amena­
zadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, 
adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 
de abril de 1983, que por el artículo primero de esta ley se aprueban, obligarán al país 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de las mismas.

Artículo 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los ...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscritos Ministro de 

Relaciones Exteriores y Viceministra del Medio Ambiente, encargada de las funciones 
del Despacho del Ministro.

El Ministro de Relaciones Exteriores,
Guillermo Fernández De Soto.

La Viceministra del Medio Ambiente, encargada de las funciones del Despacho del 
Ministro,

Claudia Martínez Zuleta.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales 

suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo Io. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará anualmente 

a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y Cámara y dentro de 
los primeros treinta días calendario posteriores al período legislativo que se inicia cada 
20 de julio, un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y 
desarrollando los Convenios Internacionales Vigentes suscritos por Colombia con otros 
Estados.

Artículo 2o. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de ejecutar los 
Tratados Internacionales de su competencia y requerir la reciprocidad en los mismos, 
trasladará la información pertinente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las 
Comisiones Segundas.

Artículo 3o. El texto completo de la presente ley se incorporará como anexo a todos 
y cada uno de los convenios Internacionales que el Ministerio de Relaciones Exteriores 
presente a consideración del Congreso.

Artículo 4o. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

Guillermo Fernández De Soto. Aprobación Legislativa Ley 17 de 19...modificación de agosto 31 de 1981.
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 13 de julio de 2001.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los 

efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

La Viceministra de América y Soberanía Territorial, encargada de las funciones del 
Despacho del Señor Ministro de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) Clemencia Forero Ucrós 
DECRETA:

Artículo Io. Apruébanse las “Enmiendas de la Convención sobre el Comercio 
Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres”, firmada en 
Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio 
de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983.

Artículo 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo Io de la Ley 7ade 1944, 
las Enmiendas de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amena­
zadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, 
adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 
de abril de 1983, que por el artículo primero de esta ley se aprueban, obligarán al país 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de las mismas.

Artículo 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

William Vélez Mesa.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.
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REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 
Comuniqúese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al artículo 241-10 

de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de mayo de 2003.

Alvaro uribe vélez
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson. 
La Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,

Cecilia Rodríguez González-Rubio.
REPUBLICA DE COLOMBIA

MINISTERIO de relaciones exteriores
ENMIENDAS DE LA CONVENCION SOBRE EL COMERCIO INTERNACIONAL 

DE ESPECIES AMENAZADAS DE FAUNA Y FLORA SILVESTRES, 
firmada en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, 

Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983. 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 13 de julio de 2001
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los 

efectos constitucionales.
ANDRES PASTRANA ARANGO

La Viceministra de América y Soberanía Territorial, encargada de las funciones del 
Despacho del señor Ministro de Relaciones Exteriores,

Clemencia Forero Ucrós, 
Viceministra de América y Soberanía Territorial, encargada de las funciones 

del Despacho del señor Ministro de Relaciones Exteriores.

* * *

LEY 808 DE 2003
(mayo 27)

por medio de la cual se aprueba el “Convenio Internacional para la Represión de la Financiación 
del Terrorismo ”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el nueve (9) de diciembre 

de mil novecientos noventa y nueve (1999).

El Congreso de la República
Visto el texto del “Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del 

Terrorismo”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el nueve (9) de 
diciembre de mil novecientos noventa y nueve (1999), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro de los Instrumentos Interna­
cionales mencionados).

CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESION
DE LA FINANCIACION DEL TERRORISMO

Preámbulo
Los Estados Partes en el presente Convenio.
Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas 

relativos al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y al fomento de las 
relaciones de amistad y buena vecindad y la cooperación entre los Estados,

Profundamente preocupados por el hecho de que se intensifican en todo el mundo los 
atentados terroristas en todas sus formas y manifestaciones,

Recordando la Declaración con motivo del cincuentenario de las Naciones Unidas 
contenida en la Resolución 50/6 de la Asamblea General, de 24 de octubre de 1995,

Recordando también todas las resoluciones pertinentes de la Asamblea General sobre la 
cuestión, incluida la Resolución 49/60, de 9 de diciembre de 1994, y su anexo sobre la 
Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo internacional, en la que los Estados 
Miembros de las Naciones Unidas reafirmaron solemnemente que condenaban en términos 
inequívocos todos los actos, métodos y prácticas terroristas por considerarlos criminales e 
injustificables, dondequiera y quienquiera los cometiera, incluidos los que pusieran en 
peligro las relaciones de amistad entre los Estados y los pueblos y amenazaran la integridad 
territorial y la seguridad de los Estados,

Observando que en la Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo internacio­
nal se alentaba además a los Estados a que examinaran con urgencia el alcance de las 
disposiciones jurídicas internacionales vigentes sobre prevención, represión y eliminación 
del terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, a fin de asegurar la existencia de un 
marco jurídico global que abarcara todos los aspectos de la cuestión,

Recordando la Resolución 51/210 de la Asamblea General, de 17 de diciembre de 1996, 
en cuyo párrafo 3o, inciso f), la Asamblea exhortó a todos los Estados a que adoptaran 

medidas para prevenir y contrarrestar, mediante medidas internas apropiadas, la financia­
ción de terroristas y de organizaciones terroristas, ya sea que se hiciera en forma directa o 
indirecta, por conducto de organizaciones que tuvieran además o que proclamaran tener 
objetivos caritativos, sociales o culturales, o que realizaran también actividades ilícitas, 
como el tráfico ilegal de armas, la venta de estupefacientes y las asociaciones ilícitas, 
incluida la explotación de personas a fin de financiar actividades terroristas, y en particular 
a que consideraran, en su caso, la adopción de medidas reguladoras para prevenir y 
contrarrestar los movimientos de fondos que se sospechara se hicieran con fines terroristas, 
sin impedir en modo alguno la libertad de los movimientos legítimos de capitales, y que 
intensificaran el intercambio de información acerca de los movimientos internacionales de 
ese tipo de fondos,

Recordando asimismo la Resolución 52/165 de la Asamblea General, de 15 de diciembre 
de 1997, en la que la Asamblea invitó a los Estados a que consideraran, en particular, la 
posibilidad de aplicar las medidas que figuraban en los incisos a) a f) del párrafo 3o de su 
Resolución 51/210, de 17 de diciembre de 1996,

Recordando además la Resolución 53/108 de la Asamblea General, de 8 de diciembre 
de 1998, en la que la Asamblea decidió que el Comité Especial establecido en virtud de su 
Resolución 51/210, de 17 de diciembre de 1996, elaborara un proyecto de convenio 
internacional para la represión de la financiación del terrorismo que complementara los 
instrumentos internacionales conexos existentes,

Considerando que la financiación del terrorismo es motivo de profunda preocupación 
para toda la comunidad internacional,

Observando que el número y la gravedad de los actos de terrorismo internacional 
dependen de la financiación que pueden obtener los terroristas,

Observando igualmente que los instrumentos jurídicos multilaterales vigentes no se 
refieren explícitamente a la financiación del terrorismo,

Convencidos de la necesidad urgente de que se intensifique la cooperación internacional 
entre los Estados con miras a elaborar y adoptar medidas eficaces y prácticas para prevenir 
la financiación del terrorismo, así como para reprimirlo mediante el enjuiciamiento y el 
castigo de sus autores,

Han acordado lo siguiente:
Artículo 1°
A los efectos del presente convenio:
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derechos sobre dichos bienes, incluidos, sin que la enumera-

¡, letras de cambio y cartas de crédito.

uya un delito enunciado en el párrafo 1 °, no será necesario que 
ptivamente para cometer un delito mencionado en los apartados

delito quien:
ce en la comisión de un delito enunciado en los párrafos Io o

1. Por “fondos” se enterderá los bienes de cualquier tipo, tangibles o intangibles, 
muebles o inmuebles, con inc ^pendencia de cómo se hubieran obtenido, y los documentos 
o instrumentos legales, sealcu al fuere su forma, incluida la forma electrónica o digital, que 
acrediten la propiedad u ottós 
ción sea exhaustiva, crédito i bancarios, cheques de viajero, cheques bancarios, giros, 
acciones, títulos, obligacione

2. Por “institución gubem mental o pública” se entenderá toda instalación o vehículo de 
carácter permanente o temp< rario utilizado u ocupado por representantes de un Estado, 
funcionarios del poder ejecutivo, el poder legislativo o la administración de justicia, 
empleados o funcionarios de ín Estado u otra autoridad o entidad pública o funcionarios o 
empleados de una organización intergubemamental, en el desempeño de sus funciones 
oficiales.

3. Por “producto” se ente iderá cualesquiera fondos procedentes u obtenidos, directa o 
indirectamente, de la comisión de un delito enunciado en el artículo 2o.

Artículo 2°
1. Comete delito en el sentjdo del presente Convenio quien por el medio que fuere, directa 

o indirectamente, ilícita y deliberadamente, provea o recolecte fondos con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte, para cometer:

a) Un acto que constituya un delito comprendido en el ámbito de uno de los tratados 
enumerados en el anexo y ta| como esté definido en ese tratado;

b) Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a un civil 
o a cualquier otra persona quá no participe directamente en las hostilidades en una situación 
de conflicto armado, cuando! el propósito de dicho acto, por su naturaleza o contexto, sea 
intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a 
realizar un acto o a abstenerse de hacerlo.

2. a) Al depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión al 
presente Convenio, un Estado que no sea parte en alguno de los tratados enumerados en el 
anexo podrá declarar que, en la aplicación del presente Convenio a ese Estado Parte, el 
tratado no se considerará incluido en el anexo mencionado en el apartado a) del párrafo Io. 
La declaración quedará sin efecto tan pronto como el tratado entre en vigor para el Estado 
Parte que notificará este hecho al depositario;

b) Cuando un Estado Pa te deje de serlo en alguno de los tratados enumerados en el 
anexo, podrá efectuar una de laración respecto de ese tratado con arreglo a lo previsto en el 
presente artículo.

3. Para que un acto consti 
los fondos se hayan usado efe
a) o b) del párrafo Io.

4. Comete igualmente un delito quien trate de cometer un delito enunciado en el párrafo 
Io del presente artículo.

5. Comete igualmente ui
a) Participe como cómpl 

4° del presente artículo;
b) Organice la comisión 

artículo o dé órdenes a otros ¡de cometerlo;
c) Contribuya a la comisi

4o del presente artículo por 
contribución deberá ser intei

i) Ya sea con el propósito le facilitar la actividad delictiva o los fines delictivos del grupo, 
cuando esa actividad o esos f nes impliquen la comisión de un delito enunciado en el párrafo 
Io del presente artículo; q

ii) Ya sea con conocimie ito de la intención del grupo de cometer un delito enunciado en 
el párrafo Io del presente kr ículo.

Artículo 3 o
El presente Convenio n< i

Estado, el presunto delincue ite sea nacional de ese Estado y se encuentre en el territorio de 
ese Estado y ningún otro Es ado esté facultado para ejercer la jurisdicción con arreglo a lo 
dispuesto en el párrafo 1 ° ó 2 
casos, cuando corresponda,

Artículo 4o
Cada Estado Parte adóp ará las medidas que sean necesarias para:
a) Tipificar como infraci 

enunciados en el artículo 2°
b) Sancionar esos delitos

grave.
Artículo 5o
1. Cada Estado Parte, de 

medidas necesarias para qus 
ubicada en su territorio o constituida con arreglo a su legislación, cuando una persona 
responsable de su direcciór 
artículo 2. Esa respon.sabilíi í

2. Se incurrirá en esa re sponsabilidad sin perjuicio de la responsabilidad penal de las 
personas físicas que hayan sometido los delitos.

3. Cada Estado Parte Vel ará en particular por que las entidades jurídicas responsables de 
conformidad con lo dispues to en el párrafo Io estén sujetas a sanciones penales, civiles o 
administrativas eficaces ;̂ p 
sanciones de carácter monc ario.

Artículo 6o
Cada Estado Parte adc atará las medidas que resulten necesarias, incluida, cuando 

proceda, la adopción de le; islación interna, para asegurar que los actos criminales com- 
... .B < .l.t

de un delito enunciado en los párrafos 1° o 4o del presente

¡¡ 5n de uno o más de los delitos enunciados en los párrafos Io o 
jn grupo de personas que actúe con un propósito común. La

: icionada y hacerse:

será aplicable cuando el delito se haya cometido en un solo

del artículo 7o, con la excepción de que serán aplicables a esos 
as disposiciones de los artículos 12 a 18.

ción penal, con arreglo a su legislación interna, los delitos

con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta su carácter

conformidad con sus principios jurídicos internos, adoptará las 
pueda establecerse la responsabilidad de una entidad jurídica

o control cometa, en esa calidad, un delito enunciado en el 
ad podrá ser penal, civil o administrativa.

oporcionadas y disuasorias. Tales sanciones podrán incluir

prendidos en el ámbito del presente Convenio no puedan justificarse en circunstancia alguna 
por consideraciones de índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra 
similar.

Artículo 7o
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su 

jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el artículo 2o cuando estos sean cometidos:
a) En el territorio de ese Estado;
b) A bordo de un buque que enarbole el pabellón de ese Estado o de una aeronave 

matriculada de conformidad con la legislación de ese Estado en el momento de la comisión 
del delito;

c) Por un nacional de ese Estado.
2. Cada Estado Parte podrá también establecer su jurisdicción respecto de cualquiera de 

tales delitos cuando sean cometidos:
a) Con el propósito de perpetrar un delito de los mencionados en los apartados a) o b) del 

párrafo Io del artículo 2o en el territorio de ese Estado o contra uno de sus nacionales o haya 
tenido ese resultado;

b) Con el propósito de perpetrar un delito de los mencionados en los apartados a) o b) 
del párrafo Io del artículo 2o contra una instalación gubernamental de ese Estado en el 
extranjero, incluso un local diplomático o consular de ese Estado, o haya tenido ese 
resultado;

c) Con el propósito o el resultado de cometer un delito de los indicados en los apartados 
a) o b) del párrafo 1° del artículo 2o, en un intento de obligar a ese Estado a realizar o 
abstenerse de realizar un determinado acto;

d) Por un apátrida que tenga residencia habitual en el territorio de ese Estado;
e) A bordo de una aeronave que sea explotada por el Gobierno de ese Estado.
3. Cada Estado Parte, al ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o adherirse a 

él, notificará al Secretario General de las Naciones Unidas que ha establecido su jurisdicción 
de conformidad con su legislación nacional con arreglo al párrafo 2°. El Estado Parte de que 
se trate notificará inmediatamente al Secretario General los cambios que se produzcan.

4. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas que resulten necesarias para 
establecer su jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el artículo 2o en los casos en 
que el presunto autor del delito se halle en su territorio y dicho Estado no conceda la 
extradición a ninguno de los Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de 
conformidad con los párrafos 1° ó 2o del presente artículo.

5. Cuando más de un Estado Parte reclame jurisdicción respecto de uno de los delitos 
mencionados en el artículo 2o, los Estados Partes interesados procurarán coordinar sus 
acciones de manera apropiada, en particular respecto de las condiciones para enjuiciar y de 
las modalidades de la asistencia judicial recíproca.

6. Sin perjuicio de las normas generales de derecho internacional, el presente Convenio 
no excluye el ejercicio de ninguna jurisdicción penal establecida por un Estado Parte de 
conformidad con su legislación nacional.

Artículo 8°
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, de conformidad con 

sus principios jurídicos internos, para la identificación, la detección y el aseguramiento o la 
incautación de todos los fondos utilizados o asignados para cometer los delitos indicados en 
el artículo 2o, así como el producto obtenido de esos delitos, a los efectos de su posible 
decomiso.

2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con sus principios jurídicos internos, las 
medidas que resulten necesarias para el decomiso de los fondos utilizados o asignados para 
cometer los delitos indicados en el artículo 2o y del producto obtenido de esos delitos.

3. Cada Estado Parte interesado podrá considerar la posibilidad de concertar acuerdos 
para compartir con otros Estados Partes, por norma general o en cada caso, los fondos 
procedentes de los decomisos previstos en el presente artículo.

4. Cada Estado Parte considerará el establecimiento de mecanismos mediante los cuales 
los fondos procedentes de los decomisos previstos en el presente artículo se utilicen para 
indemnizar a las víctimas de los delitos mencionados en los incisos a) o b) del párrafo 1 ° del 
artículo 2o o de sus familiares.

5. La aplicación de las disposiciones del presente artículo se efectuará sin perjuicio de 
los derechos de los terceros de buena fe.

Artículo 9°
1. El Estado Parte que reciba información que indique que en su territorio puede 

encontrarse el culpable o presunto cúlpable de un delito enunciado en el artículo 2o tomará 
inmediatamente las medidas que sean necesarias de conformidad con una legislación 
nacional para investigar los hechos comprendidos en esa información.

2. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el delincuente o presunto delincuente, 
si estima que las circunstancias lo justifican, tomará las medidas que correspondan conforme 
a su legislación nacional a fin de asegurar la presencia de esa persona a efectos de su 
enjuiciamiento o extradición.

3. Toda persona respecto de la cual se adopten las medidas mencionadas en el párrafo 
2o tendrá derecho a:

a) Ponerse sin demora en comunicación con el representante más próximo que corres­
ponda del Estado del que sea nacional o al que competa por otras razones proteger los 
derechos de esa persona o, si se trata de un apátrida, del Estado en cuyo territorio resida 
habitualmente;

b) Ser visitada por un representante de dicho Estado;
c) Ser informada de los derechos previstos en los apartados a) y b) del presente párrafo.
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4. Los derechos a que se hace referencia en el párrafo 3o se ejercitarán de conformidad 
con las leyes y los reglamentos del Estado en cuyo territorio se halle el delincuente o presunto 
delincuente, a condición de que esas leyes y esos reglamentos permitan que se cumpla 
plenamente el propósito de los derechos indicados en el párrafo 3 del presente artículo.

5. Lo dispuesto en los párrafos 3o y 4° se entenderá sin perjuicio del derecho de todo 
Estado Parte que, con arreglo al apartado b) del párrafo Io o al apartado b) del párrafo 2° del 
artículo 7o, pueda hacer valer su jurisdicción a invitar al Comité Internacional de la Cruz 
Roja a ponerse en comunicación con el presunto delincuente y visitarlo.

6. El Estado Parte que, en virtud del presente artículo, detenga a una persona notificará 
inmediatamente la detención y las circunstancias que la justifiquen, a los Estados Partes que 
hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos Io o 2o del artículo 7° y, 
si lo considera oportuno, a los demás Estados Partes interesados, directamente o por 
intermedio del Secretario General de las Naciones Unidas. El Estado que proceda a la 
investigación prevista en el párrafo 1° del presente artículo informará sin dilación de los 
resultados de esta a los Estados Partes mencionados e indicará si se propone ejercer su 
jurisdicción.

Artículo 10
1. En los casos en que sea aplicable el artículo 7o, el Estado Parte en cuyo territorio se 

encuentre el presunto delincuente, si no procede a su extradición, estará obligado a someter 
sin demora indebida el caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento, 
según el procedimiento previsto en la legislación de ese Estado, sin excepción alguna y con 
independencia de que el delito haya sido o no cometido en su territorio. Dichas autoridades 
tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a cualquier otro delito de 
naturaleza grave de acuerdo con el derecho de tal Estado.

2. Cuando la legislación de un Estado Parte le permita proceder a la extradición de uno 
de sus nacionales o entregarlo de otro modo sólo a condición de que sea devuelto a ese Estado 
para cumplir la condena que le sea impuesta de resultas del juicio o procedimiento para el 
cual se pidió su extradición o su entrega, y ese Estado y el que solicita la extradición están 
de acuerdo con esa opción y las demás condiciones que consideren apropiadas, dicha 
extradición o entrega condicional será suficiente para cumplir la obligación enunciada en el 
párrafo Io.

Artículo 11
1. Los delitos enunciados en el artículo 2o se considerarán incluidos entre los que dan 

lugar a extradición en todo tratado de extradición concertado entre Estados Partes con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente Convenio. Los Estados Partes se comprometen 
a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado sobre la materia que 
concierten posteriormente entre sí.

2. Cuando un Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado 
reciba de otro Estado Parte, con el que no tenga concertado un tratado, una solicitud de 
extradición, podrá, a su elección, considerar el presente Convenio como la base jurídica 
necesaria para la extradición con respecto a los delitos previstos en el artículo 2o. La 
extradición estará sujeta a las demás condiciones exigidas por la legislación al que se ha 
hecho la solicitud.

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán los delitos enunciados en el artículo 2o como casos de extradición entre ellos, 
con sujeción a las condiciones exigidas por la legislación del Estado al que se haga la 
solicitud.

4. De ser necesario, a los fines de la extradición entre Estados Partes se considerará que 
los delitos enunciados en el artículo 2 se han cometido no sólo en el lugar en que se 
perpetraron sino también en el territorio de los Estados que hayan establecido su jurisdicción 
de conformidad con los párrafos 1° y 2o del artículo 7o.

5. Las disposiciones de todos los tratados de extradición vigentes entre Estados Partes 
con respecto a los delitos enumerados en el artículo 2° se considerarán modificadas entre 
esos Estados Partes en la medida en que sean incompatibles con el presente convenio.

Artículo 12
1. Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible en relación con cualquier 

investigación, proceso penal o procedimiento de extradición que se inicie con respecto a los 
delitos enunciados en el artículo 2°, incluso respecto de la obtención de todas las pruebas 
necesarias para el proceso que obren en su poder.

2. Los Estados Partes no podrán rechazar una petición de asistencia judicial recíproca al 
amparo del secreto bancario.

3. El Estado Parte requirente no utilizará ni comunicará la información o prueba que 
reciba del Estado Parte requerido para investigaciones, enjuiciamientos o causas distintos 
de los consignados en la petición, sin la previa autorización del Estado Parte requerido.

4. Cada Estado Parte podrá estudiar la posibilidad de establecer mecanismos para 
compartir con otros Estados Partes la información o las pruebas necesarias a fin de establecer 
la responsabilidad penal, civil o administrativa en aplicación del artículo 5°.

5. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud de los 
párrafos 1 y 2 de conformidad con los tratados u otros acuerdos de asistencia judicial 
recíproca que existan entre ellos. En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados Partes 
se prestarán dicha asistencia de conformidad con su legislación nacional.

Artículo 13
Ninguno de los delitos enunciados en el artículo 2o se podrá considerar, a los fines de la 

extradición o de la asistencia judicial recíproca, como delito fiscal. En consecuencia, los 
Estados Partes no podrán invocar como único motivo el carácter fiscal del delito para 
rechazar una solicitud de asistencia judicial recíproca o de extradición.

Artículo 14
A los fines de la extradición o de la asistencia judicial recíproca, ninguno de los delitos 

enunciados en el artículo 2o se considerará delito político, delito conexo a un delito político 
ni delito inspirado en motivos políticos. En consecuencia, no podrá rechazarse una solicitud 

de extradición o de asistencia judicial recíproca formulada en relación con un delito de ese 
carácter por la única razón de que se refiere a un delito político, un delito conexo a un delito 
político o un delito inspirado en motivos políticos.

Artículo 15
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará en el sentido de que 

imponga una obligación de extraditar o de prestar asistencia judicial recíproca si el 
Estado Parte al que se presenta la solicitud tiene motivos fundados para creer que la 
solicitud de extradición por los delitos enunciados en el artículo 2o o de asistencia 
judicial recíproca en relación con esos delitos se ha formulado con el fin de enjuiciar 
o castigar a una persona por motivos de raza, religión, nacionalidad, origen étnico u 
opinión política, o que el cumplimiento de lo solicitado podría perjudicar la situación 
de esa persona por cualquiera de esos motivos.

Artículo 16
1. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un 

Estado Parte y cuya presencia se solicita en otro Estado Parte para fines de prestar testimonio 
o de identificación para que ayude a obtener pruebas necesarias para la investigación o el 
enjuiciamiento de delitos enunciados en el artículo 2o, podrá ser trasladada si se cumplen las 
condiciones siguientes:

a) Da una vez informada, su consentimiento de manera libre;
b) Las autoridades competentes de ambos Estados están de acuerdo, con sujeción a las 

condiciones que consideren apropiadas.
2. A los efectos del presente artículo:
a) El Estado al que sea trasladada la persona estará autorizado y obligado a mantenerla 

detenida, salvo que el Estado desde el que fue trasladada solicite o autorice otra cosa;
b) El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá sin dilación su obligación de 

devolverla a la custodia del Estado desde el que fue trasladada según convengan de antemano 
o de otro modo las autoridades competentes de ambos Estados;

c) El Estado al que sea trasladada la persona no podrá exigir al Estado desde el que fue 
trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución;

d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido detenida la persona en el Estado 
al que ha sido trasladada a los efectos de descontarlo de la pena que ha de cumplir en el Estado 
desde el que haya sido trasladada.

3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar una persona de 
conformidad con el presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera sea su 
nacionalidad, no podrá ser procesada, detenida ni sometida a ninguna otra restricción de su 
libertad personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos o 
condenas anteriores a su salida del territorio del Estado desde el que fue trasladada.

Artículo 17
Toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte cualquier medida 

o sea encausada con arreglo al presente convenio gozará de un trato equitativo, incluido el 
goce de todos los derechos y garantías de conformidad con la legislación del Estado en cuyo 
territorio se encuentre y con las disposiciones pertinentes del derecho internacional, incluido 
el derecho internacional en materia de derechos humanos.

Artículo 18
1. Los Estados Partes cooperarán en la prevención de los delitos enunciados en el artículo 

2o, tomando todas las medidas practicables, entre otras, adaptando, de ser necesario, su 
legislación nacional para impedir que se prepare en sus respectivos territorios la comisión 
de esos delitos tanto dentro como fuera de ellos, incluidas:

a) Medidas para prohibir en sus territorios las actividades ilegales de personas y 
organizaciones que promuevan, instiguen, organicen o cometan a sabiendas los delitos 
enunciados en el artículo 2o;

b) Medidas que exijan que las instituciones financieras y otras profesiones que interven­
gan en las transacciones financieras utilicen las medidas más eficientes de que dispongan 
para la identificación de sus clientes habituales u ocasionales, así como de los clientes en 
cuyo interés se abran cuentas, y presten atención especial a transacciones inusuales o 
sospechosas y reporten transacciones que se sospeche provengan de una actividad delictiva. 
A tales efectos, los Estados Partes considerarán:

i) Adoptar reglamentaciones que prohíban la apertura de cuentas cuyos titulares o 
beneficiarios no estén ni puedan ser identificados, así como medidas para velar por que esas 
instituciones verifiquen la identidad de los titulares reales de esas transacciones;

ii) Con respecto a la identificación de personas jurídicas, exigir a las instituciones 
financieras que, cuando sea necesario, adopten medidas para verificar la existencia jurídica 
y la estructura del cliente mediante la obtención, de un registro público, del cliente o de 
ambos, de prueba de ia constitución de la sociedad, incluida información sobre el nombre 
del cliente, su forma jurídica, su domicilio, sus directores y las disposiciones relativas a la 
facultad de la persona jurídica para contraer obligaciones;

iii) Adoptar reglamentaciones que impongan a las instituciones financieras la obligación 
de reportar con prontitud a las autoridades competentes toda transacción compleja, de 
magnitud inusual y todas las pautas inusuales de transacciones que no tengan, al parecer, una 
finalidad económica u obviamente lícita, sin temor de asumir responsabilidad penal o civil 
por quebrantar alguna restricción en materia de divulgación de información, si reportan sus 
sospechas de buena fe;

iv) Exigir a las instituciones financieras que conserven, por lo menos durante cinco años, 
todos los documentos necesarios sobre las transacciones efectuadas, tanto nacionales como 
internacionales.

2. Los Estados Partes cooperarán además en la prevención de los delitos enunciados en 
el artículo 2o considerando:

a) Adoptar medidas de supervisión, que incluyan, por ejemplo el establecimiento de un 
sistema de licencias para todas las agencias de transferencia de dinero;
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b) Aplicar medidas viables a fin de descubrir o vigilar el transporte transfronterizo físico 
de dinero en efectivo e instrumentos negociables al portador, sujetas a salvaguardias 
estrictas que garanticen una utilización adecuada de la información y sin que ello obstaculice 
en modo alguno la libre circulación de capitales.

3. Los Estados Partes reforzarán su cooperación en la prevención de los delitos 
enunciados en el artículo 2o mediante el intercambio de información precisa y corroborada, 
de conformidad con las disposiciones de su legislación nacional, y la coordinación de 
medidas administrativas y de otra índole adoptadas, según proceda, para impedir que se 
cométanlos delitos enunciados en el artículo 2o, especialmente para:

a) Establecer y mantener vías de comunicación entre sus organismos y servicios 
competentes a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de información sobre todos los 
aspectos de los delitos enunciados en el artículo 2o;

b) Cooperar en la investigación de los delitos enunciados en el artículo 2o en lo que 
respecta a:

i) La identidad, el paradero y las actividades de las personas con respecto a las cuales 
existen sospechas razonables de que participan en dichos delitos;

ii) El movimiento de fondos relacionados con la comisión de tales delitos.
4. Los Estados Partes podrán intercambiar información por intermedio de la Organiza­

ción Internacional de Policía Criminal (Interpol).
Artículo 19
El Estado Parte en el que se entable una acción penal contra el presunto delincuente 

comunicará, de conformidad con su legislación nacional o sus procedimientos aplicables, el 
resultado final de esa acción al Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitirá 
la información a otros Estados Partes.

Artículo 20
Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumben en virtud del presente 

Convenio de manera compatible con los principios de la igualdad soberana, la integridad 
territorial de los Estados y la no injerencia en los asuntos internos de otros Estados.

Artículo 21
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio menoscabará los derechos, las obligacio­

nes y las responsabilidades de los Estados y de las personas con arreglo al derecho 
internacional, en particular los propósitos de la Carta de las Naciones Unidas, el derecho 
internacional humanitario y otros convenios pertinentes.

Artículo 22
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio facultará a un Estado Parte para ejercer su 

jurisdicción en el territorio de otro Estado Parte ni para realizar en él funciones que estén 
exclusivamente reservadas a las autoridades de ese otro Estado Parte por su derecho interno.

Artículo 23
1. El anexo podrá enmendarse con la adición de tratados pertinentes que:
a) Estén abiertos a la participación de todos los Estados;
b) Hayan entrado en vigor;
c) Hayan sido objeto de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de por lo menos 

22 Estados Partes en el presente Convenio.
2. Una vez que el presente Convenio haya entrado en vigor, un Estado Parte podrá 

proponer tal enmienda. Toda propuesta de enmienda se comunicará al depositario por 
escrito. El depositario notificará a todos los Estados Partes las propuestas que reúnan las 
condiciones indicadas en el párrafo Io y solicitará sus opiniones respecto de si la enmienda 
propuesta debe aprobarse.

3. La enmienda propuesta se considerará aprobada a menos que un tercio de los Estados 
Partes objeten a ella mediante notificación escrita a más tardar 180 días después de su 
distribución.

4. La enmienda al anexo, una vez aprobada, entrará en vigor 30 días después de que se 
haya depositado el vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación o aprobación 
de esa enmienda para todos los Estados Partes que hayan depositado ese instrumento. Para 
cada Estado Parte que ratifique, acepte o apruebe la enmienda después de que se haya 
depositado el vigésimo segundo instrumento, la enmienda entrará en vigor a los 30 días 
después de que ese Estado Parte haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación 
o aprobación.

Artículo 24
1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con respecto a la 

interpretación o aplicación del presente Convenio y que no puedan resolverse mediante 
negociaciones dentro de un plazo razonable serán sometidas a arbitraje a petición de uno de 
ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud 
de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre ia forma <J<- organizado, 
cualquiera de ellas podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, 
mediante solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.

2. Cada Estado, al momento de firmar, ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio 
o adherirse a él, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 ° del presente 
artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por lo dispuesto en el párrafo Io 
respecto de ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva.

3. El Estado que haya formulado la reserva conforme a las disposiciones del párrafo 2° 
podrá retirarla en cualquier momento mediante notificación al Secretario General de las 
Naciones Unidas.

Artículo 25
1. E1 presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados desde el 10 de enero 

de 2000 hasta el 31 de diciembre de 2001 en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York.
2. El presente Convenio está sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los 

instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán depositados en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas.

3. El presente Convenio estará abierto a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumen­
tos de adhesión serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 26
1. El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se 

deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo segundo 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

2. Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten o aprueben el Convenio 
o se adhieran a él después de que sea depositado el vigésimo segundo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el Convenio entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que dicho Estado haya depositado su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión.

Artículo 27
1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Convenio mediante notificación por 

escrito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.
2. La denuncia surtirá efecto un afio después de la fecha en que el Secretario General de 

las Naciones Unidas reciba la notificación.
Artículo 28
El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés 

y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas, que enviará copias certificadas de él a todos los Estados.

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 
gobiernos, han firmado el presente Convenio, abierto a la firma en la Sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York el 10 de enero de 2000.

Anexo
1. Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado en La 

Haya el 16 de diciembre de 1970.
2. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, 

firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971.
3. Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas 

internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, aprobada por la Asam­
blea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1973.

4. Convención Internacional contra la toma de rehenes, aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979.

5. Convención sobre la protección física de los materiales nucleares, aprobada en Viena 
el 3 de marzo de 1980.

6. Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten 
servicios a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la represión de actos 
ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988.

7. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación 
marítima, firmado en Roma el 10 de marzo de 1988.

8. Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas 
emplazadas en la plataforma continental, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988.

9. Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con 
bombas, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997.

I hereby certify that the 
foregoing text is a true copy of the 
Intemational Convention for the 
Suppression of the Financing of 
Terrorism, adopted by the General 
Assembly of the United Nations on 
9 December 1999, the original of 
wich is deposited with the 
Secretary-General of the 
United Nations.
For the Secretary-General, 
The Legal Counsel 
(Under-Secretary-General 
for Legal Affairs)

United Nations, New York
15 December 1999

Je certifie que le texte qui 
précéde est une copie conforme de la 
Convention intemationale pour la 
répression du fínancement du 
terrorisme, adoptée par F Assemblée 
générale des Nations Unies le 
9 décembre 1999, et dont 1’ original 
se trouve déposé auprés du 
Secrétaire général des 
Nations Unies.
Pour le Secrétaire général, 
Le Conseiller juridique 
(Secrétaire général adjoint 
aux affaires juridiques)

Hans Corell
Organisation des Nations Unies 
New York, le 15 décembre 1999”.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales 
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará anualmente a las 
Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y Cámara y dentro de los 
primeros treinta días calendario posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de 
julio, un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando los 
Convenios Internacionales Vigentes suscritos por Colombia con otros Estados.

Artículo 2o. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de ejecutar los 
Tratados Internacionales de su competencia y requerir la reciprocidad en los mismos,
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trasladará la información pertinente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las 
Comisiones Segundas.

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley se incorporará como anexo a todos y 
cada uno de los convenios Internacionales que el Ministerio de Relaciones Exteriores 
presente a consideración del Congreso.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina. 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega. 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur. 
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO 
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejia Vélez.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los 

efectos constitucionales.
(FDO.) ANDRES PASTRANA ARANGO 

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo Io. Apruébase el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación 

del Terrorismo, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 9 de diciembre 
de mil novecientos noventa y nueve (1999).

Articulo 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo Io de la Ley 7a de 1944, el 
Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, adoptado por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas, el nueve (9) de diciembre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999), que por el artículo 1 ° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir 
de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los...
Presentado al honorable Congreso de la República por la suscrita Viceministra de 

Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del Despacho del Ministerio de Relacio­
nes Exteriores.

La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del Despacho del 
Ministerio de Relaciones Exteriores,

Clemencia Forero Ucrós.
CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESION DE LA FINANCIACION 

DEL TERRORISMO, ADOPTADO POR LA ASAMBLEA GENERAL 
DE LAS NACIONES UNIDAS, EL NUEVE (9) DE DICIEMBRE 

DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE (1999) 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los 

efectos constitucionales.
ANDRES PASTRANA ARANGO 

El Ministro de Relaciones Exteriores,
Guillermo Fernández de Soto.

EXPOSICION DE MOTIVOS
PROYECTO DE LEY

por medio de la cual se aprueba el Convenio Internacional para la Represión 
de la Financiación del Terrorismo, adoptado por la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, el nueve (9) de diciembre de mil novecientos noventa y nueve (1999).
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos 150 numeral 16 

y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia, presentamos a consideración del 
honorable Congreso de la República el proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el 
Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, adoptado por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el nueve (9) de diciembre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999).

Este tratado multilateral se considera en la actualidad el principal instrumento interna­
cional elaborado por la comunidad internacional en su propósito de tomar medidas para 
prevenir, reprimir y combatir el terrorismo. Ello, no sólo por ser el más reciente de los 

convenios sectoriales sobre terrorismo, sino por abordar uno de los principales aspectos 
relacionados con la comisión de actos terroristas: la financiación de los mismos, que ha 
demostrado ser la práctica que facilita la comisión de actos de esta naturaleza y contra la cual 
la comunidad internacional ha concentrado sus esfuerzos luego de los ataques del 11 de 
septiembre de 2001 en contra de los Estados Unidos.

El convenio en cuestión muestra la evolución registrada en el ámbito universal en cuanto 
a la regulación jurídica de la lucha contra el terrorismo, gracias a la cual se ha entendido la 
necesidad de penalizar de manera específica la financiación del terrorismo. En desarrollo de 
este propósito se hace necesario establecer medidas específicas para prevenir, combatir y 
eliminar esta práctica, que además se encuentren de acuerdo con la Resolución 1373 (2001) 
del Consejo de Seguridad de la ONU.

Colombia no puede ser ajena a este proceso y, por el contrario, como lo ha manifestado 
en diversos foros internacionales, está dispuesta a respaldar y acompañar las acciones 
internacionales que se adelanten en materia de lucha contra el terrorismo.

Este Convenio tiene dentro de sus antecedentes la Resolución 51/210 de la Asamblea 
General, del 17 de diciembre de 1996, en cuyo párrafo 3 o, inciso f), la Asamblea exhortó 
a todos los Estados a que adoptaran medidas para prevenir y contrarrestar, mediante 
medidas internas apropiadas, la financiación de terroristas y de organizaciones terroristas 
y, considerar, en su caso, la adopción de medidas reguladoras para prevenir y contrarrestar 
los movimientos de fondos que se sospechara se hicieran con fines terroristas y para 
intensificar el intercambio de información acerca de los movimientos internacionales de 
ese tipo de fondos. Por su parte, en la Resolución 52/165 de 15 de diciembre de 1997, la 
Asamblea General, invitó a los Estados a que consideraran, en particular, la posibilidad 
de aplicar las medidas que figuraban en su Resolución 51/210, del 17 de diciembre de 
1996. Además mediante la Resolución 53/108 de 8 de diciembre de 1998 la Asamblea 
decidió que el Comité Especial establecido en virtud de su Resolución 51/210, elaborara 
un proyecto de convenio internacional para la represión de la financiación del terrorismo, 
que complementara los instrumentos internacionales conexos existentes, labor que 
concluyó en diciembre de 1999.

Colombia participó en el proceso de negociaciones que condujo a la adopción de este 
tratado, el cual fue abierto para la firma el 10 de enero de 2000, hasta la misma fecha del año 
2002. El Gobierno suscribió este tratado el pasado 30 de octubre, razón por la cual, en el 
evento de que obtenga la aprobación del Congreso y sea declarado exequible por la Corte 
Constitucional, el Gobierno procederá a depositar ante el Secretario General el respectivo 
instrumento de ratificación.

El Convenio consta de un total de 28 artículos que regulan las siguientes materias:
• Definiciones: se definen los conceptos de “fondos”, “institución gubernamental o 

pública” y “producto”.
• Delitos según la convención: Define los delitos de financiación del terrorismo, 

incluyendo los grados de participación y tentativa.
• Exclusión de la aplicación de la Convención a actos de naturaleza puramente interna.
• Tipificación: Obligación para los Estados partes de adoptar las medidas legislativas 

necesarias para tipificar como delito y sancionar con penas acordes con su gravedad, los 
delitos definidos en la Convención.

• Responsabilidad de las personas jurídicas, la cual será civil, administrativa o penal 
según el ordenamiento de los Estados, sin perjuicio de la responsabilidad penal individual 
que recaiga en sus administradores o representantes legales.

• Imposibilidad de justificar los delitos comprendidos por esta Convención por razones 
de tipo político, filosófico, ideológico, racial, étnico, religioso u otro similar.

• Establecimiento de jurisdicción: Son obligatorios los criterios de nacionalidad y 
territorialidad, y discrecionales los relativos a intención o resultado de cometerlos en otro 
Estado o contra alguno de sus nacionales o contra una instalación gubernamental de ese otro 
Estado, con el fin de obligar a otro Estado a hacer u omitir algo, por un apátrida con residencia 
en ese otro Estado o a bordo de una aeronave que sea explotada por el gobierno de ese Estado.

• Detección y decomiso de fondos destinados a cometer actos de terrorismo.
• Obligación de investigar los delitos cubiertos por la Convención.
• Cláusulas sobre cooperación y asistencia judicial reciproca: aut dedere aut judicare, 

extradición, imposibilidad de invocar el secreto bancario para denegar asistencia, imposi­
bilidad de considerar los delitos de la Convención como delitos fiscales para efectos de 
asistencia judicial y extradición, traslado de personas detenidas y sus derechos.

• Medidas preventivas, en particular dirigidas a regular y controlar la actividad financiera 
con el propósito de evitar que se incurra en las conductas que señala la Convención.

• Cláusulas finales.
En el nuevo contexto internacional, surgido después de los horrorosos atentados del 11 

de septiembre de 2001, la comunidad internacional se ha propuesto combatir por todos los 
medios el fenómeno del terrorismo y adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, 
reprimir y combatir los actos terroristas, asegurándose de que las personas y entidades 
responsables de tales actos odiosos sean procesados y llevados ante los tribunales de justicia, 
con el fin de que puedan ser castigados por sus acciones.

En el enfoque adoptado por la comunidad internacional, sobresale en primer término la 
necesidad de fortalecer el marco jurídico internacional existente en materia de lucha contra 
el terrorismo internacional, lo cual explica el llamado que han efectuado para lograr la 
universalización progresiva de los tratados que se han celebrado sobre el particular, entre los 
cuales descolla el Convenio de 1999, que hoy se somete a la consideración del órgano 
legislativo. Este tratado busca suministrar las herramientas jurídicas para combatir 
frontalmente la financiación del terrorismo, que es probablemente el eslabón más importan­
te de la cadena de actos criminales que culminan en acciones como los atentados del 11 de 
septiembre. Así lo ha entendido a cabalidad el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, 
y es por ello que buena parte de las medidas obligatorias incluidas en la Resolución 1373
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(2001) de dicho órgano se refieren a aspectos directamente relacionados con la financiación 
de los actos terroristas. Por lo tanto, es desde todo punto de vista imperativo que los Estados 
que no lo han hecho aprueben y ratifiquen el Convenio de 1999, en acatamiento de los 
llamados hechos por las Naciones Unidas y otros organismos internacionales que se han 
pronunciado sobre el tema.

Es importante resaltar que el Gobierno de Colombia entiende que ninguna de las 
disposiciones de este Convenio afectan las obligaciones y facultades convencionales que 
tiene el- Estado en virtud de las disposiciones señaladas en los tratados de Derecho 
Internacional Humanitario, de los cuales Colombia es Parte y, así lo pondrá en conocimiento 
del Depositario.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través de la Viceministra de 
Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del Despacho del Ministro de Relaciones 
Exteriores, somete a consideración del honorable Congreso de la República el Convenio 
Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, adoptado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el nueve (9) de diciembre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999).

De los honorables Congresistas,
La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del Despacho del 

Ministro de Relaciones Exteriores,

Clemencia Forero Ucrós.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los 

efectos constitucionales.

(FDO.) ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo Io. Apruébase el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación 

del Terrorismo, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 9 de diciembre 
de mil novecientos noventa y nueve (1999).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo Io de la Ley 7a de 1944, el 
Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, adoptado por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas, el nueve (9) de diciembre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999), que por el artículo 1 ° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir 
de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

William Vélez Mesa.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Comuniqúese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al artículo 241-10 de la 

Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de mayo de 2003.

Alvaro uribe vélez
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

PONENCIA S
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 095 DE 2002 SENADO 
por medio de la cual se reforma el artículo 6o de la Ley 361 de 1997 
con el fin de establecer el Consejo Nacional para la Discapacidad.
Bogotá, D. C., mayo 29 de 2003
Senador
DIEB NICOLAS MALOOF CUSE
Presidente Comisión VII
Senado de la República
Ciudad
Respetados Senadores
Cumpliendo con la designación de la mesa directiva de la Comisión 

Séptima del Senado de la República, rindo ponencia para primer debate 
al Proyecto de ley número 095 de 2002 Senado, por medio de la cual se 

reforma el artículo 6o de la Ley 361 de 1997 con el fin de establecer el 
Consejo Nacional para la Discapacidad.

Objetivo del proyecto
El autor de la iniciativa legislativa pretende fundamentalmente con el 

Proyecto 95 de 2002, buscar con el Consejo una estructura que en su 
convocatoria y selección, garantice una adecuada representación de la 
Sociedad Civil y busca mecanismos de interacción con otras instancias 
territoriales.

Plantea la necesidad de una instancia técnica de soporte a la gestión 
social e institucional, mediante la planeación intersectorial por los 
Grupos de Enlace Sectorial por cada uno de los componentes.

El cambio del Comité existente en la ley, por el Consejo propuesto, lo 
justifica en el hecho de haber sido trasladado en su operación a instancias 
de la Red de Solidaridad Social, lo cual en su concepto ha conducido aúna 
muy pobre labor y lo que hoy se tiene está completamente desarticulado.

ASPECTO
Denominación
Funciones

EN LA LEY 361 DE 1997
Comité Consultivo de las Personas con Limitación 
Asesor Institucional.
Velar por el cumplimiento de la ley
Enlace sectorial

Coordinado por Consejería Presidencial, a cargo de la Red de Solidaridad Social

CON EL PROYECTO 95 DE 2002
Consejo Nacional para la Discapacidad
Formular la política pública
Formular el Plan Nacional de Atención, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo
Velar por la apropiación presupuestal
Velar por el cumplimiento de la ley
Conformar grupos de enlace sectorial
Expedir su reglamento
Secretaría General de la Presidencia y estará adscrito al Departamento Administrativo 
de la Presidencia de la República.
El Secretario General de la Presidencia
Los Ministros de Educación, Protección Social, Comunicaciones, Comercio Exterior,
Transporte.
5 miembros de organizaciones de personas con discapacidad (física, visual, auditiva,
mental y discapacidad múltiple)
2 representantes de organizaciones sin ánimo de lucro del sector privado que atienda
a discapacitados.El director de la Red de Solidaridad tendrá voz sin voto.

Miembros El Ministro de Salud quien lo preside.
5 representantes de organizaciones de y para limitados designados 
por el Ministerio de salud.
Un delegado de la Defensoría del Pueblo.
El Director del FIS
El Jefe de la Unidad de Inversión Social del DNP
Un Secretario Técnico, de la planta de personal del Min. de Salud.
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Evolución histórica de la legislación sobre discapacidad
Hacia finales de la década del 60, las organizaciones de personas con 

discapacidad que funcionaban en algunos países empezaron a formular 
un nuevo concepto de discapacidad, que considerara la relación existente 
entre las limitaciones de las personas con discapacidad y la estructura de 
su entorno, así como con la actitud de la comunidad en la cual se 
desenvuelven.

En 1981, las Naciones Unidas aprobaron el Programa de Acción 
Mundial para los Impedidos, con el fin de promover los derechos de 
las personas con discapacidad a las mismas oportunidades que los 
demás ciudadanos y a disfrutar en un pie de igualdad de las mejoras 
en las condiciones de vida resultante del desarrollo económico y 
social.

La experiencia adquirida en el decenio 82-92, ha permitido formular 
normas uniformes al respecto, fundamentadas en la Corte Internacional 
de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, la Convención sobre Derechos del Niño, la Convención sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y el 
Programa para la Acción Mundial para los Impedidos.

Los Estados miembros adoptarían en sus legislaciones la normatividad 
correspondiente, con el fin de consolidar unas normas internacionales 
consuetudinarias.

En el marco jurídico colombiano la evolución de una normatividad 
frente al tema, viene desde 1981, cuando se creó el Sistema Nacional de 
Rehabilitación y se complementó en esa década con normas sobre 
protección y salud a los minusválidos, por el Ministerio de Salud.

La Ley 12 de 1987, estableció requisitos de la construcción y del 
espacio público para la eliminación de barreras arquitectónicas y posibilitar 
el acceso de las personas con discapacidad.

Se expidió en 1989 el Código del Menor en el cual se tuvo en cuenta 
al menor deficiente, en programas de protección, tratamiento, educación 
especial y rehabilitación.

En los noventa lo más importante se consagra en la Constitución de 
1991, en el artículo 13 que protege los derechos fundamentales para las 
personas con discapacidad y le asigna al Estado la función protectora, 
complementados por los artículos 47, 49 y 54.

Luego la Ley 100 de 1993, desarrolla normas como el ingreso de toda 
la población al Sistema de Seguridad Social, incluye la rehabilitación en 
el proceso de atención integral en salud y prioriza a los discapacitados 
entre la población pobre y vulnerable.

Con base en la Ley 100, se expiden decretos sobre Juntas de Calificación 
de Invalidez y se organiza el Sistema General de Riesgos Profesionales.

Porúltimo se expide la Ley 361 de 1997, que establécelos mecanismos 
de integración social de las personas con limitaciones, llamada la Ley 
Clopatofsky, objeto de modificación por el proyecto de ley sobre el cual 
se rinde esta ponencia y que viene a ser la ley que contempla la mayor 
compaginación de normas y políticas sobre discapacidad.

• Artículo 6o. Se constituye el Comité Nacional Consultivo de las 
Personas con Limitaciones como el máximo ente en asuntos pertinentes 
en este tema.

• Capítulo 4o. De la integración laboral.
• Artículo 22. Condiciona al Gobierno a adoptar medidas pertinentes 

para la creación y fomento de fuentes de trabajo para personas con 
limitación. Lo conmina a establecer programas de empleo protegido.

• Artículo 24. Define garantías a empleadores particulares que vinculen 
laboralmente a personas con limitaciones.

• Artículo 26. Elimina la limitación como obstáculo para la vinculación 
laboral. Garantiza estabilidad laboral para las personas con discapacidad.

• Artículo 27. Las personas con limitaciones deben ser admitidas con 
igualdad de condiciones en los concursos para optar por empleo en el 
servicio. Les garantiza prelación en caso de empate.

• Artículo 28. Conmina a los entes oficiales de capacitación a 
establecer convenios para preparar a personas con limitaciones en 
aspectos laborales, según el cargo.

• Artículo 29. Garantiza el ingreso a las personas con discapacidad al

• Artículo 30. Conmina a las entidades del Estado a preferir productos, 
bienes o servicios ofrecidos por entidades constituidas por personas con 
limitación. Exige a las mismas entidades preferir en sus conmutadores a 
personas con limitaciones.

• Artículo 31. Especifica beneficios tributarios, a empleados que 
contraten a personas con discapacidad.

• Artículo 32. Garantiza ingreso justo para personas con limitaciones.
• Artículo 33. Permite el trabajo de la persona con discapacidad 

pensionada sin perjuicio de su condición.
Artículo 34. Garantiza préstamos blandos del Gobierno a empresas 

que produzcan bienes o servicios a favor de las personas con di scapacidad, 
siempre y cuando estén formadas en un 80 por ciento por personas con 
discapacidad.

Consideraciones de la ponencia
Toda legislación, así como el desarrollo e implementación de 

políticas encaminadas al logro de la igualdad de oportunidades, debe 
entenderse como un proceso mediante el cual las instituciones de la 
sociedad, el entorno físico, los servicios públicos, las actividades 
económicas y la información lleguen a estar disponibles para todos, 
incluyendo de manera especial a las personas con discapacidad y a la 
población vulnerable.

Así también la igualdad de derechos, implica las satisfacción de las 
necesidades por igual, por parte de la sociedad y esta a través de sus 
instituciones debe garantizar que los recursos han de emplearse de 
manera tal que los necesitados reciban el apoyo en el marco de las 
estructuras de educación, salud, empleo y servicios sociales.

El Senador Clopatofsky ha sido el abanderado en el país, de la lucha 
por los discapacitados a través del desarrollo legislativo, para que puedan 
lograr que la igualdad de oportunidades y de derechos se conviertan en 
una realidad. Objetivo lejos de alcanzar, por una suma de obstáculos, 
entre los cuales están, la situación fiscal de las finanzas del Estado, la 
inoperancia de las instituciones burocráticas, el clientelismo, la corrupción, 
la desidia administrativa, así como también la ignorancia, desconocimiento 
y desinterés en la población, que en conjunto llevan a que no se adopten 
decisiones políticas que consoliden un proceso armónico, sostenible, 
financiado y con la estructura sólida que garantice resultados concretos 
en la materia.

Teniendo en cuenta lo anterior y destacando la loable labor del autor 
del proyecto, se ha analizado en concreto la propuesta del proyecto de ley, 
para lo cual partimos de un interrogante fundamental:

¿En qué y cómo mejora el proyecto de ley, la labor del Comité 
Consultivo Nacional de Personas con Discapacidad, el cual pretende ser 
reemplazado por el Consejo Nacional de Discapacidad?

El Departamento Nacional de Planeación, entidad que considero 
ofrece la luz sobre cómo la propuesta permitiría mejorar la formulación 
de las políticas al respecto, puede lograr una más eficiente asignación de 
recursos y llegar a una verdadera coordinación con el Gobierno en 
especial con la Presidencia de la República, el DNP ha conceptuado:

“El proyecto de conformación del CND, exige aún mayor análisis 
sobre cómo hacerla sostenible dotándola de instrumentos de articulación 
intersectorial, coordinación con los entes territoriales y de participación 
de la sociedad civil. De todos modos, la propuesta no resuelve estos 
inconvenientes identificados”.

“Los miembros de la sociedad civil que sean representativos deben 
llegar porque lo sean efectivamente y no por llenar y dar espacio a cada 
uno; igual resultan siendo mayoría y eso no es conveniente.”

El diagnóstico expresado en la exposición de motivos sobre la situación 
actual del sistema es valedero, no se dispone de una metodología de 
articulación intersectorial y no hay coordinación con los entes territoriales 
y además la Red de Solidaridad Social, que es la entidad encargada de la 
operación del Plan Nacional de Atención a Personas con Discapacidad 
1998-2002 en el nivel territorial, ha obtenido pocos resultados en el nivel 
municipal, por la no asignación de recursos.
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El Ministerio de Protección Social y, la Consejería Presidencial de 
Programas Especiales de la Presidencia de la República, están 
estructurando un proyecto de Ley de reforma integral de la Ley 361 
de 1997, con base en Documento Conpes de Discapacidad 2003-2006, 
próximo a divulgar y siguiendo los lineamientos plasmados en el Plan 
Nacional de Desarrollo y además están haciendo empalme con la Red 
de Solidaridad Social, con el fin de recibir la coordinación de los 
programas de discapacitados.

Si tenemos en cuenta la evolución del marco jurídico colombiano 
sobre el tema y las consideraciones expresadas en esta ponencia sobre el 
problema de la discapacidad, cualquier cabeza de organización, sistema, 
consejo o comité que se establezca para orientar, dirigir y desarrollar las 
políticas sobre discapacidad, debe ser el Ministerio de Protección Social, 
responsable del Sistema de Seguridad Social, dentro del cual está 
enmarcada la gran mayoría de actividades que propenden por los 
discapacitados, sin desconocer que otros ministerios e instituciones 
también tienen incidencia en asuntos más específicos de legislación en 
favor de este sector de la población.

Teniendo en cuenta también, que la ponencia presentada por el 
honorable Senador José María Villanueva Ramírez al Proyecto de 
ley número 096 de 2002, recoge la creación del Consejo Nacional 
para la Discapacidad, que se propone en el proyecto sobre el cual soy 
ponente, considero que no es necesario dar trámite a dos proyectos 
que versan sobre el mismo tema.

En consecuencia de lo anterior me permito someter a consideración de 
los honorables Senadores lo siguiente:

Proposición
Archívese el Proyecto de ley número 095 de 2002, por medio de la 

cual se reforma el articulo 6o de la Ley 361 de 1997 con el fin de 
establecer el Consejo Nacional para la Discapacidad.

Atentamente,
Oscar Iván Zuluaga Escobar, 

Senador de la República, 
Ponente.

COMISION SEPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., a los veintinueve (29) días del mes de mayo del año dos 
mil tres (2003). En la presente fecha se autoriza la publicación en la 
Gaceta del Congreso de la República.

El Presidente,
Dieb Maloof Cuse.

El Secretario,
Germán Arroyo Mora.

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 32 DE 2002 SENADO 
por medio de la cual se aprueban el “Convenio Internacional sobre 
Cooperación, Preparación y Lucha contra la Contaminación por 
Hidrocarburos, 1990 ”, hecho en Londres el día 30 de noviembre de 1990 
y el “Protocolo sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra los 
Sucesos de Contaminación por Sustancias Nocivas y Potencialmente 
Peligrosas, 2000”, hecho en Londres el día 15 de marzo del año 2000.

Bogotá, D. C., mayo 28 de 2003
Doctor
ENRIQUE GOMEZ HURTADO
Presidente
Comisión Segunda
Honorable Senado de la República
Señor Presidente:
De conformidad con el honroso encargo conferido por la Presidencia 

para actuar como Ponente del Proyecto de ley número 32 de 2002 Senado, 
por medio de la cual se aprueban el “Convenio Internacional sobre 
Cooperación, Preparación y Lucha contra la Contaminación por 

Hidrocarburos, 1990 ”, hecho en Londres el día 30 de noviembre de 1990 
y el “Protocolo sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra los 
Sucesos de Contaminación por Sustancias Nocivas y Potencialmente 
Peligrosas, 2000 ”, hecho en Londres el día 15 de marzo del año 2000; me 
permito presentar el siguiente informe:

I. JUSTIFICACION
A través de los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa 

Nacional del pasado gobierno, se sometió a consideración del Congreso 
este proyecto de ley, por medio de la cual se aprueba el Convenio 
referenciado conforme a lo previsto por los artículos 150 y 189 de la 
Constitución Política de Colombia.

Con el fin de contar con un instrumento que permita hacer efectivo el 
control sobre la contaminación producida por hidrocarburos y sustancias 
nocivas y potencialmente peligrosas, derivadas de fuentes con base en 
tierra como son los subproductos de la industria, los residuos de plaguicidas 
y herbicidas agrícolas y los afluentes de las zonas urbanas y en mayor 
proporción del tráfico de buques y actividades marítimas en general, y 
teniendo en cuenta que ha sido una constante preocupación Internacional 
por razón de los diferentes hechos ocurridos como los naufragios del 
Torrey Canym (1967), El Amoco de Cádiz (1978), El Exxon Valdez 
(1989) y, El Erika (1999), se hizo necesario la celebración del Convenio 
OPRC/90, siendo estos, uno de los diferentes sucesos de contaminación 
más frecuentes, acaecidos por la modernización marítima desenfrenada 
de los últimos tiempos, según las cifras publicadas por la Federación 
Internacional de Armadores de Buques Tanque para la Anticontaminación, 
el 92% de los derrames son producidos cuando se procede a la carga o a 
la descarga de hidrocarburos.

La esencia de este Convenio en primer término, no es otro, que el de 
lograr una mayor preparación por parte de los Estados para la consecución 
de medidas específicas de precaución y prevención en los sucesos de 
posible contaminación por hidrocarburos.

En segundo lugar, se busca brindar la mayor aplicabilidad de los 
instrumentos internacionales objeto de este Convenio como también lo 
han sido los de Seguridad Marítima y Prevención de la Contaminación 
del Mar (Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana 
en el Mar de 1974- Convenio Solas y el Convenio Internacional para 
Prevenir la Contaminación por Buques de 1973 - Convenio Marpol 73).

Y tercero, la necesidad de fortalecer los medios de cooperación 
internacional creando mecanismos de acción contra la contaminación 
por hidrocarburos y otras sustancias de manera inmediata.

En Colombia, la principal causa de contaminación por hidrocarburos 
ha sido la permanente actividad terrorista contra los oleoductos e 
instalaciones petroleras nacionales, ocasionando el derramamiento de 
dos millones de barriles de petróleo sobre ciénagas, pantanos, ríos, 
quebradas y en los suelos que en su mayoría son agrícolas, pecuarios y 
pesqueros, originándose impactos negativos de orden económico, social 
y ambiental en las áreas del Pacífico y Caribe de nuestro medio marino.

Por otro lado, ante los problemas globales que enfrenta la Biodiversidad, 
es necesario adoptar medidas urgentes que permitan su conservación y 
uso sostenible. Por tal motivo, a nivel mundial se ha celebrado el 
convenio sobre Diversidad Biológica de las Naciones Unidas, ratificado 
por Colombia mediante la Ley 165 de 1994.

En Colombia el Ministerio del Medio Ambiente, el Departamento 
Nacional de Planeación y el Instituto Alexánder Von Humbolt han 
liderado el proceso de definición y puesta en marcha de una política 
nacional de Biodiversidad, que se centra en tres estrategias: conservar, 
conocer y utilizar.

El futuro de la Biodiversidad en Colombia, del medio humano en 
general y el medio marino en particular, depende de nuestra capacidad de 
conservarla, a través del establecimiento de áreas protegidas de bancos 
genéticos, de la restauración de ecosistemas y especies y de la reducción 
de procesos que ocasionan el deterioro, reduciendo igualmente las causas 
de deterioro ambiental asociados con ciertos tipos de desarrollo.

La importancia que tiene la adopción del presente convenio, está dada 
en las medidas de precaución y de prevención para evitar en primer lugar 
la contaminación por hidrocarburos, y en la necesidad de aplicar 
estrictamente los instrumentos internacionales que existen sobre al tema.
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II. TEMAS CENTRALES DEL CONVENIO
Io. Soberanía Nacional y el Interés Común de la Humanidad: La 

propuesta incide en la responsabilidad de los Estados respecto de los 
recursos biológicos situados dentro de sus jurisdicciones. Se entiende en 
el preámbulo del convenio que los Estados son responsables por la 
conservación de su diversidad biológica y por la utilización sostenible de 
esos recursos; ello se confirma con la aceptación de responsabilidades y 
obligaciones específicas.

2o. Conservación y Utilización Sostenible: El Convenio contiene una 
serie de obligaciones, con importantes implicaciones relativas a la 
cooperación, preparación y lucha contra la contaminación por 
hidrocarburos para la preservación a la conservación de la diversidad 
biológica y la utilización sostenible de sus componentes. Conviene entonces, 
la planificación estratégica en el desarrollo de programas y políticas.

3o. Investigación y Desarrollo: Con el fin de establecer medios 
idóneos, en procura de difundir e intercambiar los diferentes avances 
tecnológicos, se recomienda fortalecer la capacidad del aparato Nacional, 
en la búsqueda de usos que protejan la diversidad de nuestro Ecosistema 
y evitar la amenaza de deterioro y la transformación de nuestro hábitat, 
pues este es considerado como patrimonio de la humanidad.

4o. Cooperación Técnica: Las partes inmersas en este Convenio se 
comprometen a facilitar en lo que respecta a la preparación y la lucha 
contra la contaminación por hidrocarburos directamente o a través de la 
Organización y otros organismos internacionales en lo que se refiere a: 
Formación de personal; garantizar la disponibilidad de tecnologías, 
equipo, e instalaciones pertinentes; facilitar la adopción de otras medidas 
y disposiciones en sucesos para la preparación y lucha de la contaminación 
de hidrocarburos, así como los diferentes programas conjuntos sobre 
investigación y desarrollo.

5o. Cooperación Bilateral y Multilateral: para la preparación y la lucha 
contra la contaminación se hace necesario, que en procura de establecer 
dichos acuerdos, las partes fomenten la consecución de mecanismos 
tendientes a priorizar la conservación de la diversidad biológica y la 
utilización sostenible de esos recursos, y concretar la consistencia de las 
determinaciones que reza el Convenio con la armonía de los fines.

En virtud del compromiso adquirido por Colombia, como Estado 
parte del Convenio de Cooperación, expidió el Decreto 321 del 17 de 
febrero de 1999 del Ministerio del Interior, mediante el cual se adoptó el 
Plan de Contingencia contra derrames de hidrocarburos, derivados y 
sustancias nocivas en aguas marinas, fluviales y lacustres cuyo objetivo 
es de ser instrumento rector del diseño y de realización de actividades 
dirigidas a prevenir, mitigar y corregir los daños que dichos derrames 
pueden ocasionar.

III. ANTECEDENTES
Jurídicos

Ley 45 de 1985, por la cual se acuerda la cooperación regional para el 
combate contra la contaminación del Pacífico Sudeste por hidrocarburos 
y otras sustancias nocivas.

Ley 56 de 1987, por la cual se aprueban el “Convenio para la 
Protección y el Desarrollo del Medio Marino en la Región del Gran 
Caribe” y el Protocolo relativo a la cooperación para combatir los 
derrames de hidrocarburos en la Región del Gran Caribe”.

Ley 55 de 1989, por la cual se aprueba el Convenio Internacional sobre 
Responsabilidad Civil por daños causados por la contaminación de las 
aguas del mar por hidrocarburos.

Decreto 1594 de 1989 Calidad de Agua.
Normas complementarias

Ley 99 de 1993, por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, 
se reordena el sector Público encargado de la Gestión y Conservación del 
Medio Ambiente y los Recursos Naturales Renovables, se organiza el 
sistema Ambiental, SINA.

Ley 165 de 1994, por la cual se aprueba el Convenio sobre Diversidad 
Biológica de las Naciones Unidas.

Ley 257 de 1996, por la cual se aprueba el Convenio Internacional de 
Constitución de un Fondo Internacional de Indemnización de daños 

causados por la Contaminación de Hidrocarburos y su Protocolo 
Modificatorio.

Decreto número 321 del 17 de febrero de 1999 del Ministerio del 
Interior adoptando el Plan de Contingencia contra derrames de 
hidrocarburos.

ARTICULADO
DEL PROYECTO DE LEY NUMERO 32 DE 2002

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1 °. Apruébanse el “Convenio Internacional sobre Cooperación, 
Preparación y Lucha contra la Contaminación por Hidrocarburos, 1990”, 
hecho en Londres el día treinta (30) de noviembre de mil novecientos 
noventa (1990) y el “Protocolo sobre Cooperación, Preparación y Lucha 
contra los Sucesos de Contaminación por Sustancias Nocivas y 
Potencialmente Peligrosas, 2000”, hecho en Londres el día quince (15) 
de marzo del año dos mil (2000).

Artículo 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 ° de la 
Ley 7a de 1994, el “Convenio Internacional sobre Cooperación, 
Preparación y lucha contra la Contaminación por Hidrocarburos, 1990”, 
hecho en Londres el día treinta (30) de noviembre de mil novecientos 
noventa (1990) y el «Protocolo sobre Cooperación, Preparación y Lucha 
contra los Sucesos de Contaminación por Sustancias Nocivas y 
Potencialmente Peligrosas, 2000», hecho en Londres el día quince (15) 
de marzo del año dos mil (2000), que por el artículo primero de esta ley 
se aprueban, obligarán al país a partir de las fechas en que se perfeccionen 
los vínculos internacionales respecto de los mismos.

Artículo 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los

Proposición
Por las razones expuestas, muy respetuosamente me permito presentar 

a consideración de los honorables Senadores de la Comisión Segunda la 
siguiente proposición:

Dese segundo debate al Proyecto de ley número 32 de 2002 Senado, 
por medio de la cual se aprueban el “Convenio Internacional sobre 
Cooperación, Preparación y lucha contra la Contaminación por 
Hidrocarburos, 1990”, hecho en Londres el día treinta (30) de noviembre 
de mil novecientos noventa (1990) y el “Protocolo sobre Cooperación, 
Preparación y Lucha contra los Sucesos de Contaminación por Sustancias 
Nocivas y Potencialmente Peligrosas, 2000”, hecho en Londres el día 
quince (15) de marzo del año dos mil (2000).

Atentamente,
Jesús Angel Carrizosa Franco, 

Senador Ponente.
* * *

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 53 DE 2002 SENADO 

por medio de la cual se declara Patrimonio Cultural de la Nación el Festival 
Latinoamericano de Teatro, se autorizan apropiaciones presupuestóles y se 

dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., mayo 28 de 2003
Doctor
ENRIQUE GOMEZ HURTADO
Presidente Comisión Segunda
Honorable Senado de la República
Honorables Senadores:
Comisión Segunda
De conformidad con el honroso encargo conferido por la Presidencia 

para actuar como Ponente del Proyecto de ley número 53 de 2002 Senado, 
por medio de la cual se declara Patrimonio Cultural de la Nación el 
Festival Latinoamericano de Teatro, se autorizan apropiaciones 
presupuestóles y se dictan otras disposiciones, para lo cual presento el 
siguiente informe:
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La historia, del Festival Latinoamericano de Teatro, no es más, que el 
sentir de los pueblos producto de las creaciones colectivas de manera 
popular, burguesa, y científica, que han hecho que la historia cultural 
escénica, sea el producto de las vivencias de las masas que han incubado 
los escenarios del mundo. Por eso desde el año de 1968 en la ciudad de 
Manizales, se realizó la primera muestra teatral con el concurso de 
connotados escritores y dramaturgos que como Ernesto Sábato, Mario 
Vargas Llosa, Enrique Buenaventura y Santiago García han sido testimonio 
en tan magno evento.

Justificación
Este proyecto busca reconocer el inmenso esfuerzo que a través del 

tiempo se viene desarrollando, por quienes han entendido que el Festival 
Latinoamericano de Teatro en todas sus dimensiones, son el producto de 
la inmensa creatividad, basada en el fortalecimiento del espíritu de la 
humanidad, motivados por una gran capacidad de liderazgo en defensa 
de la protección y mantenimiento de nuestro Patrimonio Cultural, 
haciéndose necesario plasmar para la humanidad, las diferentes 
expresiones escénicas de nuestros pueblos en procura de no arriesgar la 
identidad de nuestras naciones. De conformidad con lo expresado en el 
artículo 72 de la Constitución Política que consagra que «el patrimonio 
cultural de la Nación está bajo la protección del Estado”.

Por eso, este Festival alimentado por las múltiples corrientes 
teatrales, es el reflejo de las inquietudes sociales que han 
desencadenado grandes polémicas, derivadas de las influencias étnicas 
y las mezclas raciales marcando pautas y directrices que se diseminaron 
por todo el Continente.

Cabe resaltar que en este Festival a través de los años de realización 
se ha promovido el conocimiento y la importancia que tiene la tradición 
teatral, siendo el pionero en su género y uno de los más significativos que 
se realizan en nuestra geografía colombiana, se ha enriquecido 
constantemente con las mejoras necesarias en su estructura, adecuándolo 
de la mejor manera a los deseos de los artistas para colocarlo en el sitial 
que hoy ocupa.

Muestra de este reconocimiento, lo hace la audiencia que año tras año 
se incrementa de manera vertiginosa consolidándolo como el más 
importante para nuestro país. Es así como desde la fecha de su nacimiento, 
el Festival ha servido de plataforma de lanzamiento de grandes exponentes 
teatrales en las diferentes modalidades, logrando el reconocimiento y la 
proyección internacional.

El Festival Latinoamericano de Teatro tiene su sustento, por medio de 
recursos públicos de orden nacional, departamental y municipal, como 
también producto de la Gestión Internacional, privada, regional, local y 
los Ingresos directos (boletas, publicidad, mercadeo).

Como los recursos presupuéstales que obtiene el Ministerio de Cultura 
son los derivados de la Nación y estos son cada vez más escasos, por los 
recortes que se han establecido en las Administraciones Gubernamentales 
del último cuatrenio, se solicita por este medio, efectuar una asignación 
presupuestal en cuantía de quinientos millones de pesos ($500.000.000.00) 
anuales con el fin, de dar continuidad a uno de los eventos escénicos más 
antiguos de América Latina que ha tenido su origen en nuestro país.

Justificación jurisprudencial
Artículo 72 de la Constitución Política que consagra que “el patrimonio 

cultural de la Nación está bajo la protección del Estado”.
El numeral 11 del artículo 150 de la Constitución Política, señala que 

corresponde al Congreso, mediante la expedición de una ley, “establecer 
las rentas nacionales y los gastos de la administración” En armonía con 
segundo inciso del artículo 345, indica que no se podrá hacer erogación 
con cargo al Tesoro mientras no se encuentre incluido en el presupuesto 
de gastos, y el 346 señala que no podrá hacerse ningún gasto público que 
no haya sido decretado por el Congreso, por las Asambleas 
Departamentales, o por los Concejos Distritales o Municipales...

La Sentencia C-685 de 1996, que sobre el principio de legalidad del 
gasto manifiesta que constituye uno de los fundamentos más importantes 
de las democracias constitucionales y que le corresponde al Congreso, 
decretar y autorizar dichos gastos del Estado, pues ello se considera el 
mecanismo de control necesario al Ejecutivo.

Es importante hacer claridad que en virtud del principio de legalidad 
del gasto, el Congreso tiene facultades para decretar gastos públicos, 
como en el presente Proyecto de ley número 53 de 2002.

La Corte Constitucional en la Sentencia C-947 de 1999 ha reiterado de 
manera concreta sobre la iniciativa del Congreso en materia del gasto 
público.

Por las anteriores consideraciones, es preciso que en coordinación con 
las autoridades municipales y las entidades sin ánimo de lucro que 
integran la organización y la realización del Festival, el Estado defina, a 
través del Ministerio de Cultura, una partida en el presupuesto nacional 
que garantice la realización de este evento, al igual que las apropiaciones 
presupuéstales para que este se desarrolle.

Proposición
Dese segundo debate al Proyecto de ley número 53 de 2002 Senado, 

por medio de la cual se declara Patrimonio Cultural de la Nación el 
Festival Latinoamericano de Teatro, se autorizan apropiaciones 
presupuéstales y se dictan otras disposiciones.

Atentamente,
Jesús Angel Carrizos a Franco, 

Senador Ponente.
PROYECTO DE LEY NUMERO 53 DE 2002

por medio de la cual se declara Patrimonio Cultural de la Nación el Festival 
Latinoamericano de Teatro, se autorizan apropiaciones presupuestóles y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo Io. Declárese Patrimonio Cultural de la Nación el Festival 

Latinoamericano de Teatro que se celebra en la ciudad de Manizales, 
departamento de Caldas.

Artículo 2o. LaNación a través del Ministerio de la Cultura, contribuirá 
al fomento, divulgación, desarrollo y financiación de los valores culturales 
que se originan alrededor del Festival Latinoamericano de Teatro.

Artículo 3o. A partir de la sanción de la presente ley de conformidad 
con los artículos 334, 339 y 341 de la Constitución Política, autorízase al 
Gobierno Nacional efectuar asignaciones presupuéstales en cuantía de 
quinientos millones de pesos ($500.000.000.00) anuales incrementados 
con el IPC, incorporados en las leyes de presupuesto y apropiaciones.

Artículo 4o. La presente ley rige a partir de la fecha de su sanción.
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